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Resumen  
 El Sistema de la Seguridad Social en Colombia es una evolución de un sistema 
pensado para cubrir algunas falencias del Estado netamente capitalista, dicho concepto de 
seguridad social lo trae el entonces canciller ruso - alemán OTTO VON BISMARCK, quien 
planteaba que el Estado debería dar alguna forma de protección a los asociados. Luego de 
esta ilustre idea, se pensó en un “Estado Bienestar”, que consiste en estructurar las 
condiciones de los trabajadores y su participación, de modo que, en Colombia se desarrolla 
un Sistema General de la Seguridad Social SGSS, que conforma un aspecto súper importante 
como es el Sistema Pensional, donde el Estado garantiza a sus asociados una calidad de vida 
digna, al momento que estos lleguen a una edad avanzada y que no puedan sostenerse 
económicamente por sí mismos. Teniendo estos aspectos claros determinaremos qué 
sucedería si ¿En caso de que desapareciera el Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida –¿COLPENSIONES-, el Régimen de Sistema de Ahorro Individual podría asumir 
la subsidiaridad y beneficencia en todo el sistema pensional colombiano? 
Palabras Claves.  Pensión, Estado, Estado bienestar, régimen, principio, afiliación.   
Abstract 
 The social security system in Colombia is an evolution of a system designed to cover 
some shortcomings of the purely capitalist state, this concept of social security is brought by 
the then Prussian-German Chancellor OTTO VON BISMARCK who stated that the state 
should give some form of associate protection. After this illustrious idea, a welfare state was 
considered, which is nothing more, to structure the conditions of the workers and their 
participation. After all this, in Colombia a SGSSS is developed, which touches on a super 
important aspect such as the pension system, where the State can guarantee its members a 
decent quality of life, at the moment that they reach an advanced age and that they do not 
they can support themselves economically, although I must clarify that the pension is not 
only acquired through old age, it can also be acquired due to illness or being the survivor in 
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a relationship. This is why I will allow myself to address the issue of whether, if the average 
premium regime with defined benefit ¨col pensions¨ disappeared, the individual savings 
system regime could assume subsidiarity and charity throughout the Colombian pension 
system. 
Keywords:  Pension, state, welfare state, regime, principle, affiliation. 
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Introducción 
 El presente trabajo tiene como eje principal mostrar algunos aspectos importantes de 
El Sistema General de la Seguridad Social en Colombia “SGSS”, es de advertir que solo se 
darán unas pinceladas por todo el SGSS, donde destacaremos, una parte de su historia y 
posterior adopción  y transformación en Colombia;  pues no olvidemos que Colombia antes 
de la Constituyente de 1991 era un Estado de Derecho y después del 1991 adquirió la 
connotación de Estado Social de Derecho; de allí la aparición de ese carácter proteccionista 
actual.  
Posterior a tener claridad en relación a la forma de Estado y su papel protagónico, 
encontraremos la exposición de los Sistemas Pensionales en Colombia; su creación e 
implementación y sus características, donde luego de la ilustración sobre estos sistemas 
pensionales intentaremos responder la pregunta jurídica que se expone de la siguiente manera 
¿En caso de que desapareciera el Régimen de Prima Media con Prestación Definida –
COLPENSIONES-, el Régimen de Sistema de Ahorro Individual podría asumir la 
subsidiaridad y beneficencia en todo el sistema pensional colombiano?. 
1. Breve historia del Sistema General de Seguridad Social en Salud SGSSS.  
El término de la seguridad social  fue acuñado por el  entonces canciller  ruso-alemán 
OTTO VON BISMARCK, quien planteaba que el Estado debería dar alguna forma de 
protección a los asociados, en un entorno del capitalismo más duro e inhumano, pues la 
situación de la época donde se produce el concepto (1880-84) era de gran incertidumbre para 
los obreros, pues estos no tenían ningún sistema de salud pública que les garantizara unas 
mínimas condiciones de vida digna, pues si algún trabajador se llegara a enfermar en sus 
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labores o por fuera de estas, tendría que pagar de su propio capital la atención en salud, así 
las cosas, OTTO VON BISMARCK, no planteo nada en contra del capitalismo de la época, 
solo indico que si se le garantizaban las prestaciones sociales al trabajador, este podría tener 
un mejor desempeño de  su capacidad laboral. Cosa que con claras intenciones ayudaría más 
a esa Alemania capitalista. Pues a OTTO, lo tacharon hasta de socialista, cosa que aun cuando 
pudiera parecer no sería así (Sánchez, 2012).  
 Alemania se convirtió en el primer país del mundo en adoptar un programa de seguro 
social para la vejez, diseñado por Otto von Bismarck. Las motivaciones del canciller 
alemán para introducir el seguro social en Alemania fueron promover el bienestar de 
los trabajadores –a fin de que la economía alemana siguiera funcionando con la 
máxima eficiencia– y eludir la demanda de opciones socialistas más radicales (OIT, 
2009) 
  En 1919 se crea la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Quien comenzaría 
a propender por los derechos de los trabajadores, a tener una seguridad social, pago de 
derechos pensionales, ayuda en la mitigación de segregación de la clase obrera, que para la 
época estaba en auge, cabe aclarar que la OIT inicio una campaña en pro de controlar esa 
situación; así las cosas, en Estados Unidos en el mandato de Roosevelt 1935, se dio inicio a 
la promulgación de leyes que iban a acuñar el nombre de seguridad social, como una mezcla 
de economía enfocada a la seguridad social, luego de ello se da la Segunda Guerra Mundial, 
catástrofe que llevaría a casi todas las naciones a replantear sus programas de protección a 
las personas de escasos recursos económicos.  
Teniendo en cuenta lo anterior, los británicos solicitaron al señor WILLIAM BEVERIDGE, 
la creación de políticas para proteger a toda la clase obrera respetando el derecho a la salud, 
pensión y todo lo concerniente a seguridad social, por ello, WILLIAM BEVERIDGE no se 
negaría y crearía ya un concepto más amplio del que dio OTTO BISMARCK, para junio de 
1941 se crea una Comisión Interdepartamental a cargo de Beveridge “La primera tarea del 
Comité fue realizar un estudio comprensivo de todos los aspectos del seguro social y servicio 
afines, incluidas las indemnizaciones de los trabajadores y proponer soluciones” (Sánchez, 
2012, pág. 9), teniendo en cuenta que el primer paso es la construcción de la concepción de 
seguridad social, cabe comprender el concepto realizado por el autor Arenas Monsalve, quien 
señala que:  
“La política de Seguridad Social consiste en la búsqueda de ese ideal de 
protección social dentro de estos principios básicos: universalidad subjetiva 
(protección a todos los ciudadanos), universalidad objetiva (protección global 
de riesgos sociales), igualdad protectora (protección en igual cuantía sin 
distinciones según la causa), unidad de gestión y solidaridad financiera.  
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El derecho de la seguridad social es el medio o instrumento a través del cual se 
pretende una finalidad política. Desde el punto de vista jurídico, la Seguridad 
Social es lo que exista en el plano de la ordenación legal de cada país en un 
momento determinado” (Fortich, 2012, como se citó en: Gerardo, 2009). 
1.1. Creación de la Seguridad Social en Colombia y su evolución. 
En el tema que nos convoca no es fácil establecer la fecha exacta de la creación de la 
seguridad social en Colombia, aun cuando me atreveré a indicar que el concepto de la 
seguridad social en Colombia es más antiguo que los aportes del pro-ruso alemán señor 
canciller OTTO VON BISMARCK, (1880-84) a quien algunos le dan la bandera de la 
creación del concepto de  la seguridad social, contrario censu diré que en Colombia el 
libertador en 1819 al dar pronuncio al discurso de Angostura, contribuye  una primera idea 
de la seguridad social.  
¿Quién puede resistir el atractivo victorioso del goce pleno y absoluto de la 
Soberanía, de la Independencia, de la Libertad? ¿Quién puede resistir el amor que 
inspira un Gobierno inteligente que liga a un mismo tiempo, los derechos particulares, 
a los derechos generales que forma de la voluntad común la Ley Suprema de la 
Voluntad individual? ¿Quién puede resistir al imperio de un Gobierno bienhechor 
que, con una mano más hábil, activa, y poderosa dirige siempre, y en todas partes, 
todos sus resortes hacia la perfección Social que es el fin único de las instituciones 
humanas? (Bolívar, 1818, párrafo 22). 
Algunos otros indican que se comenzó hablar sobre seguridad social con la entrada 
en vigencia de la Ley 9 de 1843 donde se crea una asociación integrada por las fuerzas 
militares y que va dirigida para las fuerzas armadas de la época   y que buscaban proteger a 
las familias de los que cayeran en combate. El capital de esta asociación se robustecía por el 
aporte que hacia cada militar y por los bienes que llegara a dejar aquel soldado que no tuviera 
familia; luego de  que la Ley 9 del 43 estuviera vigente por un lapso, se crea la Ley 29 de 
1905, la cual tenía como finalidad principal asegurar una prestación económica a los 
magistrados principales de la Corte Suprema de Justicia; la aludida Ley establece que el 
servidor público que quisiera recibir el beneficio  debía acreditar  60 años de edad y se les 
concedería el beneficio por la mitad del sueldo que hubiera tenido en su último cargo, luego 
viene  la Ley 29 del 1912  que otorga pensión a las viudas de personas que hayan ejercido la 
Presidencia de la República.  
Con fundamento a lo anterior, se dice que los primeros privilegiados de la seguridad 
social son las personas con algún estatus relevante en la política nacional. Cosa que contraria 
los fundamentos de una seguridad social como la que se estaba implementando, en Alemania, 
por el señor OTTO BISMARCK, quien indica que los primeros beneficiados deberían ser las 
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clases obreras y personas más desfavorecidas. Mucho después de los anteriores datos 
históricos nos encontraremos con la Caja Nacional de Previsión del Sistema de Seguridad 
Social en Colombia. Creada en 1945 encaminada en los principios y objetivos de la seguridad 
social que es brindar asistencia social de salud entre otros, a las personas más vulnerables y 
la protección de los trabajadores.  La cual aun con falencias resistió hasta la creación de la 
Ley 100 del 1993 donde Colombia inicia a ser un Estado Social de Derecho, esto quiere decir, 
que el objetivo principal del Estado es la protección de los derechos humanos de la población 
colombiana.  
Estado social.  
 Para hablar de Estado Social de Derecho, tenemos que mirar los acontecimientos 
históricos sucedidos. Para comenzar, desde la Grecia antigua, donde los Helenistas iniciaron 
su carácter político. Allí se habló de la “Polis o Ciudad Estado” y sistemas propios de 
gobierno. (Castillo, 2009, pág. 15) 
Demos un salto histórico a Roma, donde se derivan posteriormente los conceptos de 
ciudad imperio que crean el concepto de dominio. Así podremos mirar la participación del 
ciudadano en relación con el Estado. Luego de esto llegaremos a los Estados feudales y luego 
a los Estados liberales que son un gran referente de los Estados de Derecho propiamente 
dichos.  
El Estado de Derecho se sustenta principalmente en el principio de dignidad 
como valor jurídico supremo, entendido como libertad personal que permita su 
desarrollo, dando origen a los derechos y libertades fundamentales del ser humano. 
Otros presupuestos del Estado de Derecho son el de racionalidad o razón humana; la 
limitación del poder o prohibición del absolutismo (concentrando todas las funciones 
del poder en una misma persona); el imperio de la ley; la división de poderes; la 
representación de la voluntad general (parlamento o congreso); la legalidad de la 
administración y el principio de legalidad (Suárez, 2016, pág. 8, como se citó en 
García de Enterría, 1991). 
Años antes de la Constitución de 1991, éramos un Estado de Derecho donde con gran 
recelo no nos permitíamos ver otra forma de relación jurídica de un Estado con sus asociados. 
Luego de padecer una horrible crisis en los años 90 por culpa de delincuencia organizada, 
Colombia convoca una Constituyente que ni más ni menos, reunió a personas que 
representaban a diferentes sectores del orden nacional para así en 1991 promulgar un nuevo 
cambio constitucional, donde pasamos de un Estado de Derecho a un Estado Social de 
Derecho, que lo consagra nuestra Carta Política en su Preámbulo,  que nos deja ver que para 
el Estado, desde entonces y hacia futuro,  lo que prima será la  persona antes que la norma.  
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Es importante tener en cuenta que el derecho a la pensión no es un derecho 
taxativamente expreso en la constitución política de Colombia, este viene conexo como un 
derecho social, así lo manifiesta Duque (2016):  
Así, en el Momento 1, el derecho a la pensión no es per se un derecho 
fundamental, es en esencia un derecho social, pero adquiere dicho carácter en 
conexidad con otros derechos fundamentales. En el Momento 2, que podría 
denominarse como de progresividad y transmutación, en donde en el camino hacia el 
actual reconocimiento de la fundamentalidad del derecho a la pensión, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, si bien mantiene la inicial postura en el 
sentido que la seguridad social no es per se un derecho fundamental y que su eficacia 
directa sólo puede predicarse en la medida en que se afecte con su desconocimiento 
la garantía de un derecho que sí lo sea, existe ya en el desarrollo del derecho una 
amplia regulación y una riquísima jurisprudencia emanada de las tres Altas Cortes en 
Colombia, situación que empieza a moderar el discurso de no fundamentalidad y dota 
a la seguridad social, así como a otros derechos políticos sociales y económicos, de 
una mayor trascendencia en el orden constitucional al gozar de la doble connotación 
de derecho constitucional y servicio público desde la perspectiva de los fines del 
Estado Social de Derecho (Pág. 46). 
Aclaro, esta es la parte teórica de lo que debería ser. Esta nueva forma de gobierno 
trajo consigo, una serie de principios de supremacía constitucional que a continuación se 
citan: 
1.2. Principio constitucional de confianza legítima.  
Este principio hace referencia a la seguridad del orden jurídico que las entidades estatales 
fundan en las personas, para adquirir o garantizar el ejercicio, fines y funciones del Estado. 
De esta manera la Corte Constitucional en su sentencia C-930 de 2008 señala lo siguiente 
respecto al Principio de Confianza legítima:  
El Principio de Confianza Legítima que encuentra sustento constitucional en 
la buena fe, fue desarrollado por la jurisprudencia alemana, recogido por el Tribunal 
Europeo de Justicia y aceptado por doctrina jurídica autorizada, a través de la cual se 
pretende proteger al administrado frente a cambios intempestivos efectuados por las 
autoridades. Se trata entonces de situaciones en las cuales el administrado no tiene 
realmente un derecho adquirido, pues su posición jurídica es modificable por las 
autoridades. Sin embargo, si la persona tiene razones objetivas para confiar en la 
durabilidad de la regulación y el cambio súbito de la misma altera de manera sensible 
su situación, entonces el principio de la confianza legítima la protege (Corte 
Constitucional, 2008, párrafo 2). 
8 
 
Es decir, este principio es la garantía de orden constitucional que tiene toda persona 
perteneciente y asociada a un Estado, para recibir de las entidades estatales aquella seguridad 
jurídica que respete las buenas costumbres para que los ciudadanos estén confiados de que, 
lo que se pacte con el Estado será cumplido y respetado mientras las condiciones que 
hubiesen sido planteadas desde el principio, serán las mismas que se me aplicaran. Este 
principio es fundamental en el tema de la seguridad social, dado que me permite saber qué 
derechos tengo y qué obligaciones me atañen para gozar de forma efectiva los postulados 
que integran la seguridad social; como salud, pensión, trabajo, mínimo vital, estabilidad 
laboral. Acceso a la efectiva administración de justicia entre otros.   
Lastimosamente, aun cuando la misma Constitución nos da un marco o base 
normativa y desarrolla el Principio de Confianza Legítima, eso muchas veces solo queda en 
postulados ideológicos pues miremos nada más el sistema de salud, en el cual la Ley 100 y 
otras normas que me protegen la salud sumada al artículo 49 de la Constitución nos dicen 
que el Estado garantizara la salud, a todos los con nacionales. Sin ninguna distinción, sin 
ningún requisito adicional más que el que impone la ley, en contra vía de esto, podemos 
observar que el sistema de salud, alguno de los regímenes de pensiones no cuenta con la 
infraestructura necesaria ni idónea para garantizar a todos sus afiliados el trato digno por sus 
derechos fundamentales y el efectivo goce de los mismos.   
Finalmente, se observa que este concepto ha sido estudiado principalmente por la 
Corte Constitucional, puesto que no existe una concepción realizada directamente, 
igualmente, este concepto ha sido analizado por diferentes autores uno de ellos es Roa (2009):  
El principio de confianza legítima es considerado por la Corte Constitucional 
como un principio autónomo, que se encuentra directamente relacionado con los 
principios de buena fe, seguridad jurídica y respeto por los actos propios. De acuerdo 
con el principio de confianza legítima, los actos y omisiones de la administración en 
sus relaciones con los administrados pueden infundir en estas expectativas favorables 
que aquella no puede eliminar de manera súbita, por cuanto la confianza del 
administrado en la estabilidad de la actuación de la administración es digna de 
protección (Estupiñan, 2017, pág. 10, como se citó en: Roa, 2009, pág.296). 
 
1.4. Principio constitucional de Buena Fe.  
El Principio de la Buena Fe, lo encontramos tanto en la Constitución Política de 
Colombia como en varias Sentencias de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado 
y la misma Corte Constitucional, aquellas indican que este principio es aplicable a todas las 
relaciones jurídicas tanto de índole privada, como de índole público, pues lo que se busca es 
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que los asociados, actúen de tal manera que todo mundo pueda tener certeza jurídica de lo 
que está haciendo, bajo el entendido que todas las autoridades, tendrán que actuar respetando 
este principio a cabalidad, pues de no hacerlo también  responderán por omisión o extra 
limitación de sus funciones según sea el caso, 
En la Sentencia C-1194/08 de la Corte Constitucional podemos observar que este 
colegiado define este principio como:  
La jurisprudencia constitucional ha definido el Principio de Buena Fe como aquel que 
exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus comportamientos a una 
conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una 
“persona correcta (vir bonus). Así la buena fe presupone la existencia de relaciones 
reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y 
credibilidad que otorga la palabra dada (Corte Constitucional, 2008, párrafo 1). 
1.3. Servicio público.  
El Servicio Público, es la garantía constitucional que impone la Constitución Política a 
algunas entidades, que por su naturaleza deben garantizar algunas prestaciones o servicios 
que corresponden originariamente al Estado, y que al este no poder hacer todas las funciones 
que debe hacer, las delega en otras entidades u otros particulares, que deberán cumplir sus 
funciones de tal manera como si las estuviera ejerciendo el mismo Estado, pues de no ser así, 
podrán estas entidades tener los mismos reproches y sanciones que tendría el Estado, un 
ejemplo de esto es COLPENSIONES, quien si bien es no es el Estado mismo, si es una 
entidad que cumple las funciones específicas que tiene el Estado para garantizar las 
prestaciones sociales del régimen pensional por solidaridad. Es decir, COLPENSIONES. 
Como lo menciona la Constitución Política, la noción del servicio público es:  
Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber 
del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 
nacional. Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, 
podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el 
control y vigilancia de dichos servicios (Constitución Política, 1991, artículo 365).  
Teniendo en cuenta la noción de servicios públicos realizada por la Constitución, es 
importante hablar de la concepción realizada por diferentes doctrinantes, por ello en primera 
medida se observa la exposición de Maldonado (S.F), expresa:   
Se puede decir, entonces, que la noción de servicio público a partir de la 
concepción de Estado social de derecho tiene una connotación muy importante, ya 
que se trata de la materialización del llamado “bienestar de los asociados”; porque de 
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nada sirve que la Constitución lo proclame si no se materializa. Todas las actividades 
encaminadas al bienestar de las personas están catalogadas como servicios públicos, 
y el Estado, en cabeza de la administración pública debe garantizar que éstos se creen 
y se materialicen de manera eficiente y continúa sin ser una carga para los asociados 
(Pág. 61). 
Por otro lado, el Doctoro Echeverri desarrollo las diferentes clases de servicios 
públicos en Colombia, puesto que estos no se señalan dentro de la Constitución Política, por 
ello expresa que:  
La Constitución no determina las distintas categorías de servicios públicos que 
puedan existir en la práctica, en particular los referidos a la protección y realización 
de derechos fundamentales que se agruparían bajo la denominación de servicios 
públicos esenciales, pero si se atiende a las finalidades y a los recursos que se asignan 
a ciertos servicios públicos en la Carta, es posible deducir su esencialidad. Por 
ejemplo, el Artículo 366 de la C. P., al establecer como fines sociales del Estado el 
bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población, dispone 
como objeto fundamental de la actividad estatal “la solución de las necesidades 
insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental, y de agua potable” 
(Echeverri, 2013, pág. 118). 
1.4. Responsabilidad del Estado. 
  La Responsabilidad del Estado se verá en la acción o en la omisión de los deberes que 
propiamente le corresponde al Estado como primer garante de la soberanía, también por este 
tener todas las herramientas jurídicas, patrimoniales, legislativas, por tener presencia y 
conocer en teoría las necesidades de sus ciudadanos. 
Se comienza a hablar de la Responsabilidad del Estado en Colombia en los años de 
1886 aproximadamente, cuando la garante en esa entonces de velar por la salva guarda de la 
constitución era la honorable Corte Suprema de Justicia, quien ejercía la Jurisdicción 
Ordinaria y la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, esta última que se crea hasta el año   
1914. Jurisdicción que conocerá en casi todos los casos, de todo lo relevante a las diferencias 
o controversias suscitadas entre particulares y la administración.  
En la constituyente se planteó la necesidad de tener una garantía constitucional 
imputable al Estado, cuando este no haga lo debido o haciendo lo debido se extralimite y 
llegue a crear un perjuicio a otro. De ahí que en la constitución de 1991 se crea en el artículo 
90, que al tenor literal reza de esta manera:  
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.   En el 
11 
 
evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste (Constitución Política, 1991, artículo 90). 
Se crea el concepto de daño antijurídico, que es el perjuicio causado a una persona 
que no tiene el deber jurídico de soportar dicha carga y por esta razón tiene el derecho a 
solicitar a la Administración que le reconozca una indemnización por haber puesto en este 
una obligación o carga que él no tenía que soportar. Para el tema que nos convoca es 
pertinente aludir a la Responsabilidad del Estado por falla en el servicio (en materia salud, 
pensiones, alimentos) tengamos en cuenta que en este evento, quien tiene la mayor carga 
probatoria será el Estado.   
Estado Bienestar. 
 Para entender el Estado Bienestar en el contexto de la seguridad social, se debe 
asimilar, como una forma en la cual el Estado y los gobernados propenden más por el interés 
general que por el particular y se da cuando se comienza a combatir la estratificación por 
clases sociales y se busca más un bienestar que contenga medidas de protección integral a 
todos y cada uno de los habitantes de un territorio. 
Teniendo en cuenta el capítulo anterior, se puede mencionar a algunos autores como 
OTTO BISMARCK, ROOSEVELT, WILLIAM BEVERIDGE y que cada uno de estos vivió 
en un tiempo histórico donde el capitalismo inhumano era una forma de gobierno muy 
arraigada. Que pretendía tratar a los trabajadores como máquinas de producción, sin darles 
un mínimo de protección social, pues esto se da porque veníamos  de una civilización como 
la de Roma, donde no se le daba la nacionalidad o el estatus de nacional a todas  las personas, 
pues solo quien tenía gran capital o cumplía unas ciertas características seria cobijado por el 
Estado, algunos dirán que tiene que ver el estado bienestar con toda esta situación que se 
plantea en este capítulo,  pues se relaciona ni más ni menos que se tuvo que comenzar a mirar 
el estatus de ciudadano con otro enfoque más que lo pertinente al Estado de ciudadano. Así 
lo menciona Rodríguez (2000): 
Al ser el Estado el único responsable de la política económica era previsible que las 
diferentes escuelas discreparan acerca de su percepción teórica e histórica. Para el 
liberalismo, el Estado aparece como algo natural que cohesiona la sociedad y garantiza 
los derechos de propiedad; por esta vía se acepta que desempeñe el papel de gendarme 
y deja una libertad completa (laissez faire) para el arreglo de los conflictos entre 
trabajadores y capitalistas o en los conflictos surgidos entre las diferentes empresas, de 
acuerdo con el poder de resistir 15 la competencia que premia al mejor. Se asume la 
defensa del Estado liberal por cuanto garantiza los derechos del individuo frente al poder 
político, lo que exige formas más o menos amplias de representación política. A nivel 
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económico se presume que la maximización de la felicidad general depende de que cada 
uno busque su propio interés (Pág. 14 – 15).   
 Es importante tener en cuenta que uno de los deberes del Estado colombiano es la 
protección de la Vejez, si bien es cierto que existen unos derechos como seguridad social y 
otras regulaciones que garantizan el cumplimiento de las mismas, esto no quiere decir que se 
cumpla, pues se evidencia incumplimiento con el gobierno colombiano en la protección de 
los derechos del adulto mayor, así lo expresa Santos (2015):  
Por otra parte, aunque la Constitución de 1991 incorporó los derechos sociales, 
económicos y culturales en su parte dogmática y, por vía jurisprudencial, otorgó a la 
población de más edad una protección especial, lo cierto es que el país carece de una 
auténtica política social para la vejez. Abundando en la idea, aunque el país dispone de 
un plan de actuación muy ambicioso para los años 2007 a 2019, plasmado en un 
documento del Ministerio de Salud y de la Protección Social (2007) titulado Política 
Nacional de Envejecimiento y Vejez, que es, por lo demás, una previsión contenida en 
la Ley 1251 de 2008 con la que el gobierno colombiano pretendía un tratamiento integral 
de la vejez, lo cierto es que, en una primera valoración global de su implantación, ésta, 
como estamos tratando de verificar, ha sido muy deficiente. Con distintas modulaciones, 
la crítica ha insistido en las contradicciones existentes entre las políticas públicas, que 
parecen alentar un enfoque de desarrollo basado en derechos, y las medidas concretas 
adoptadas en desarrollo de dichas políticas, que privilegian un modelo asistencialista y 
con traslado de obligaciones a otros entes distintos del Estado (pág. 75). 
 
1.5. Teoría de Derechos Adquiridos. 
 Esta teoría es una de las garantías legales y constitucionales más importantes que existen 
a nivel Colombia. Lo que se plantea en esta afirmación es que se le debe dar una seguridad a 
un individuo o sociedad por un factor o una idea que se le creo, es decir, si el gobierno 
nacional a través de alguna entidad que está adscrita a este, crea una situación donde una 
persona pueda tener una serie de garantías o prebendas y se le dan unos requisitos a seguir y 
se crea una línea de tiempo donde se le otorgara un derecho y la persona cumple a cabalidad 
con todos los presupuestos establecidos y lo único que le queda es reclamar su beneficio, el 
Estado después de hacer pasar a este individuo toda esta situación creada por el mimo, no 
puede venir después a negarle o decirle que el cómo Estado se equivocó y que no es 
procedente otorga este derecho.  Pues al crear una expectativa, se le debe cumplir cabalmente 
con lo prometido sin más condiciones que lo que se planteó primariamente. 
Este principio se ve muy reflejado también en un sistema legal, como el colombiano, 
pues  cuando se habla de pensiones,  tenemos que tener en cuenta que el derecho al igual que 
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la sociedad es cambiante, pues el derecho sigue la suerte de la sociedad. Pero esto no quiere 
decir que como todo cambia no podamos tener una seguridad jurídica que nos ampare. En 
materia pensional eso se traduce que si yo comencé a cotizar para una pensión, y cumplo la 
mayoría de los requisitos o al menos un requisito para que me la otorguen, el gobierno por 
medio de sus entidades no puede decirme al final del camino, que como me hicieron falta 
uno u otro requisito no me va a otorgar la mesada pensional. Pues esto generaría una 
inestabilidad jurídica que conllevaría a una violación directa a los derechos fundamentales 
de una persona.  
Pero en cambio, el gobierno si puede exigir que yo cumpla con los requisitos que me 
hacen falta y así poder obtener la garantía de mi derecho en este caso pensional.  Un ejemplo 
de esto es lo que expone  (Yaín) al exponer una consideración de la corte constitucional  
 Los derechos adquiridos como bien explica la Corte Constitucional, implican que 
una ley posterior no puede contener ninguna clase de efectos retroactivos que de 
alguna forma vulneren circunstancias jurídicas que ya han sido creadas y que se 
encuentran consolidadas, en palabras de la Corporación:  
Los derechos adquiridos están íntimamente relacionados con la aplicación de la ley 
en el tiempo, pues una ley posterior no puede tener efectos retroactivos para 
desconocer las situaciones jurídicas creadas y consolidadas bajo la ley anterior. 
(Vivas, 2017, pág. 31, como se citó en: Sentencia C- 168/95, M. P.: Carlos Gaviria 
Díaz). 
Así también los artículos en mención hacen referencia a una cláusula de fidelidad 
De igual manera, el requisito de fidelidad al sistema, incluido por el artículo 
1º de la Ley 860 acusado, y que no se encontraba previsto en el artículo 39 inicial de 
la Ley 100 de 1993, consistente en que el afiliado haya cotizado al sistema pensional 
por lo menos la quinta parte del tiempo transcurrido desde que cumplió 20 años de 
edad hasta la fecha de configuración de la invalidez (es decir, exige una densidad de 
cotización del 20%), tampoco vulnera el principio de progresividad dado que: (i) es 
inferior a la densidad de cotización del sistema pensional (definida en el 39% según 
la Superintendencia Financiera), (ii) guarda coherencia con el comportamiento real 
del mercado laboral colombiano e (iii) incentiva la afiliación y cotización al Sistema 
General de Pensiones y con ello, promueve y fortalece tanto el principio 
constitucional de solidaridad en el que se funda este Sistema como la sostenibilidad 
financiera del mismo (Corte Constitucional, 2009). 
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Esta cláusula indica nuevos requisitos que no estaban contemplados en la ley 100 pero 
que posteriormente se integran en la parte de dicha disposición, imponiendo unas condiciones 
a la pensión de invalidez y sobreviviente, sin afectar a la pensión de vejez. 
El reparo que tengo que hacer es, que si el legislador da unos lineamientos primarios, 
ya está creando una expectativa estrechamente relacionada con el principio de confianza 
legítima, es decir, el Estado no me podría imponer otras condiciones distintas a las 
primeramente pactadas. Por cuanto no habría una estabilidad o seguridad jurídica. Pues esto 
estaría en contravía del beneficiario y en materia de la seguridad social, por ser el cotizante 
la parte débil de la ecuación se le debe dar el principio de favorabilidad que sería respetar las 
condiciones primeramente pactadas, pues dando aplicabilidad a este principio podemos 
vernos avocados al artículo 53 de la Constitución Política así:   
Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente 
tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; 
irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 
facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación 
más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 
fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas 
por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la 
capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la 
mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El estado garantiza el derecho 
al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. Los convenios 
internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación 
interna. La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
Artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo.   
Estipula que en caso de duda de alguna norma, siempre se deberá interpretar en 
favor del trabajador. Es decir, estos dos artículos si están en consonancia con los 
pilares constitucionales donde lo que se busca es garantizar el buen y estricto 
cumplimiento de un Estado social de derecho, que busca es siempre tener las 
condiciones necesarias para propender por el bienestar el respeto a los derechos 
fundamentales. Por el respeto de los pilares constitucionales que busquen el beneficio 
para sus asociados en vez del derecho.   
1.6. Tipos de Régimen pensional en Colombia. 
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  Antes de ahondar, sobre qué regímenes de pensiones existen actualmente regulados 
en Colombia, miremos el marco normativo que ha venido presentando nuestro país respecto 
de la regulación de pensiones, así que comencemos indicando lo siguiente,  
Decreto 2350 de 1944. Dispuso que mientras se organizaba el Seguro Social eran 
obligaciones del empleador cubrir las contingencias de pensión, además definió el 
accidente de trabajo, se establecieron las enfermedades profesionales.  
  Ley 6 de 1945, reguló la organización del sistema prestacional existente, obligo al 
empleador a pagar indemnizaciones por accidentes de trabajo, lo más importante de 
esta ley, es que ordenó la creación del Instituto Colombiano de Seguros Sociales. 
Estableció la pensión de jubilación en 50 años y 20 años de servicio continuo o 
discontinuo, estableció que la pensión de jubilación sería equivalente a las 2/3 partes 
del promedio del salario devengado en el último año. 
El Decreto 1600 de 1945, se creó la Caja de Previsión Social, para cubrir las 
contingencias de los servidores públicos. 
Ley 90 de 1946 crea el Instituto Colombiano de Seguros Sociales y ordena a todos 
los empleadores de carácter privado a afiliar a sus empleados para cubrir las 
contingencias derivadas de la vejez, invalidez y la muerte.  
Ley 71 de 1988  se refiere a que en Colombia no habrá pensiones inferiores al salarió 
mínimo legal, ni se podrá exceder de 15 veces dicho salario, salvo lo previsto en 
convenciones colectivas, pactos colectivos y laudos arbitrales, el limite pensional se 
efectuaría a partir de la entrada en vigor de esta ley.  (Carvajal Sabogal, págs. 11,12)  
Con la Constituyente se genera una evolución en el marco constitucional 
estableciendo en alguno de sus artículos textualmente en el 48, Derecho a la Salud, 
ratificaciones de los tratados firmados por el Congreso harán parte del Bloque de 
Constitucionalidad y serán de obligatorio cumplimiento aún más cuando versen sobre 
Derechos Humanos. Así las cosas, se da vida a la ley 100 del 1993, la cual regula el tema de 
pensiones y los regímenes pensionales que serán aplicables en Colombia y cómo será su 
composición, características, y quienes prestaran vigilancia y control para que estos 
regímenes cumplan su cometido.  
En Colombia hay dos tipos de regímenes, de un lado, Régimen Ahorro Individual con 
Solidaridad (RAIS) bajo el que operan las administradoras privadas de Fondos de Pensiones 
AFP como Colfondos y de otro, el Régimen de Prima Media (RPM) administrado por 
ColPensiones. (Ávila Palacios, Si usted cumple requisitos para pensionarse, el empleador no 
puede suspender unilateralmente aportes al sistema, 2020) Las finalidades de ambos 
regímenes de pensiones en un principio es la misma y es la salva guarda de una vida digna 
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en condiciones de calidad de vida, para un grupo poblacional que podría estar en estado de 
vulnerabilidad, esto en principio, se estableció para personas que cumplieran una edad 
avanzada pero que posteriormente se desarrolló para otros grupos poblacionales cotizantes 
que podrían estar también en un estado de vulnerabilidad.  
Se indica también que en Colombia no se crea este concepto, se copia de dos  países 
como son Alemania y Chile. Del primero, Colombia tomó el modelo de Régimen de Prima 
Media   el cual establece que las personas que comiencen a tener una vida productiva en 
materia laboral, deberán cotizar a un sistema de pensiones público que asegurara  que cuando 
los ciudadanos ya cumplan una edad de retiro o cuando cumplan algún de los requisitos de 
pensión de sobreviviente o de invalidez podrán adquirir una mesada pensional, calificada con 
los últimos 10 años de cotización y que el  Estado  como administrador de estos fondos dará 
un porcentaje adicional para favorecer así al cotizante. Así lo indica, Carvajal (2017): 
El Régimen de Prima Media con Prestación Definida es un fondo común de naturaleza 
pública, donde los aportes de sus afiliados y sus rendimientos constituyen un fondo 
común que garantiza el pago de las prestaciones de los afiliados que tengan la calidad 
de pensionados, donde el Estado garantiza el pago de los beneficios a que se hacen 
acreedores los afiliados del Sistema Pensional Colombiano. Este beneficio es la 
pensión, la que se puede definir como un pago en dinero (prestación económica) de 
carácter vitalicio, que garantiza el cubrimiento de unas contingencias económicas 
originadas por los riesgos de Invalidez, vejez y muerte (Pág. 26 – 27). 
Ahora bien,  ¿Colombia está preparada para que Colpensiones asuma como único 
régimen pensional? La respuesta es depende, ¿de qué? De si las políticas públicas que se 
comiencen a tomar, tengan responsabilidad y proyección de que la población en Colombia y 
en la Región Caribe se está volviendo vieja… es decir, la población joven cada vez se rehúsa 
a tener hijos por diferentes aspectos, esto nos lleva a concluir que si la población envejece y 
no hay jóvenes que ayuden a cotizar en el régimen pensional, el Estado no podrá sopesar toda 
la deuda pública  que genera o más bien, que se debería destinar sobre el Presupuesto General 
de la Nación para el pago de pensiones, pues recordemos que en el año 2019 la partida 
presupuestal para asumir el gasto de pensiones en Colombia, fue de aproximadamente 47,2 
billones de pesos y teniendo en cuenta que existía en el momento un gran apoyo de la 
población al cotizar pensión, ahora mirémoslo en la fecha en que se hace el presente trabajo 
es decir (2021) cuando hemos sido golpeados por un fenómeno global que se denominó 
pandemia por Covid -19, que uno de los efectos que dejo o se desprendieron de esté fue que, 
se incrementaron los despidos, se acabaron muchos negocios y por ende, mucha de la 
población que cotizaba a pensiones hacen un receso del pago, hecho tal que genera que el 
gobierno para el año 2021 tenga que destinar una mayor partida presupuestal para sopesar 
este déficit,   es decir, podríamos deducir que si este ejemplo extraordinario se volviera 
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ordinario es decir frecuente o sucesivo, dejaría ver que Colombia necesita ya una estructura 
sólida que prevenga  que en un futuro no muy lejano lo que se deba destinar como partida 
presupuestal para el pago de pensiones sea de la mitad.  
Y si aunado a esto, los gobernantes de turno siguen con el estigma de no apoyar este 
régimen o de dejar pasar las cosas por cuanto a ellos no les va a afectar pues en serio 
podríamos estar mirando desde ahora una gran crisis económica que degenere en la perdida 
de la calidad de vida, en la perdida de una mejor seguridad social en todo su contexto.  
Por el otro lado encontramos el Régimen de Ahorro individual por solidaridad  
(RAIS) que ofrece al  cotizante, que comience hacer sus aportes o  cotice una cierta cantidad 
de recursos económicos, que posteriormente le serán calculados hasta que el cotizante cumpla 
una edad de retiro, dichos fondo entregados por el cotizante serán sumados y devueltos en 
cantidades proporcionales al beneficiario para que cuando no tenga esa capacidad productiva 
pueda tener una calidad de vida digna en condiciones humanas.   
Como lo menciona el DR. Monsalve Arenas: 
El régimen de ahorro individual centra su efectividad en la acumulación del capital 
pensional en la cuenta de cada afiliado, dejando de lado otros requisitos. La pensión 
se causa cuando se cumple la condición de reunir en la cuenta individual de ahorro 
pensional el capital requerido para financiar dicha pensión, y su cuantía será 
proporcional a los valores acumulados. En consecuencia, el sistema puede hacer 
abstracción del requisito de la edad y del tiempo mismo en que se hayan hecho las 
cotizaciones, pues lo que cuenta como unidad de medida es la cantidad cotizada 
(Carvajal, 2017, pág. 28, como se citó en Monsalve, 2011). 
Lo que tienen en común estas dos administradoras de pensiones (Colpensiones - Col 
fondos) es que ambas hacen inversiones en la bolsa de valores del mercado bursátil para 
lograr mayores ganancias para sus cotizantes, pero lo que los diferencia es que Colpensiones 
al ser público, el Estado jamás podrá disminuirle el capital al afiliado  mas siempre deberá 
intentar garantizar mayores beneficios, lo que no pasa con las administradoras de pensiones 
privadas, quienes manejan sus capitales a través de la bolsa de valores y las ganancias o 
pérdidas que llegasen a tener serán asumidas proporcionalmente por sus afiliados.  
El Estado tiene falencias en hacer vigilancia y control a todas sus entidades, sin 
embargo, no podemos desdibujar que el Estado tiene la obligación per se de otorgar las 
pensiones sin importar de donde se tengan que sacar los fondos. Por el contrario, los privados 
manejan los riesgos con el dinero de los asociados. De otra parte, no es cierto que estos 
sistemas de pensiones privados son los más pertinentes para lograr que los ciudadanos 
cumplan sus proyectos de vida y que en determinadas circunstancias estos puedan tener 
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condiciones de vida digna, y tener en su integridad una protección de los derechos 
fundamentales, esto es una falacia totalmente amañada, algo de mala fe, pues para poder 
afirmar esto, basta con ver lo que ha pasado en los países que si tienen este único sistema 
pensional privado, en caso en concreto podemos ver Chile, Francia, entre otros, donde solo 
pusieron sus expectativas en fondos privados cosa que será muy problemática años después 
de haber impuesto este régimen. 
Un ejemplo de esto y que por ser un hecho de conocimiento pleno, podríamos ver las 
protestas sociales que se presentan desde el año 2019 más exactamente  en el mes de 
noviembre, donde ciudadanos de Chile  pedían al gobierno de SEBASTIAN PIÑERA, que 
exija a las administradoras de fondos privados, que restructuren todas sus políticas, pues las 
personas que han hecho cotizaciones sobre el salario mínimo en Chile, no reciben en este 
momento ni la mitad del salario mínimo,  hecho en el cual, las personas no pueden cumplir 
sus expectativas de vida, y antes que eso, están viendo vulnerados sus derechos 
fundamentales, pues con un porcentaje menor del salario mínimo, no les alcanza para cubrir 
sus necesidades básicas, ni para ellos, ni para sus familias.  
... La realidad sociopolítica no coincide con la argumentación del Banco Mundial, en 
cuanto a su propuesta de suprimir el sistema pensional de origen público y establecer 
en Latinoamérica el régimen pensional privado, como la mejor y única solución al 
problema que en su momento enfrentaban los países del continente en materia de 
pensiones; no quedándole otra alternativa al Banco, que en su informe 
“Envejecimiento sin crisis” (1994), cambiar su posición y afirmar categóricamente 
que: “Un sistema diseñado fundamentalmente sobre la base de pensiones financiadas 
con aportes privados, no está en condiciones de garantizar cuantías dignas para parte 
importante de los trabajadores (Villanueva, 2019, como citó en: en Cruz Osorio 2013, 
p. 38). 
En el siguiente vínculo digital el lector puede consultar la tabla número 4 que se encuentra 
en la página 23 y 24 “Características y diferencias de los dos regímenes pensionales en 
Colombia” que fue realizada por (Sosa Claudia Yulieth, León Herly Johana, Pulido Sully 
Johanna – 2017)  donde encontrara más detalles sobre aspectos que se deberán tener en cuenta 
para comprender los dos regímenes pensionales 
Así las cosas, primero: las personas que aportan al Régimen de Prima Media 
administrado por Colpensiones estarán cubiertos por la garantía de que el Estado por ningún 
motivo podrá desmejorar las condiciones pensionales con las cuales los afiliados estaban 
cotizando, más aun así, tendrán un “seguro” y es en el cual Colpensiones le ayudara a 
conseguir una mayor capitalización de sus aportes con la intensión de que posteriormente 
pueda acceder a una mejor mesada pensional. También se debe tener en cuenta que con los 
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aportes que se hagan, Colpensiones tendrá la obligación de garantizar dos principios el de 
subsidiaridad y el de beneficencia, principios que se explicaran pormenorizadamente. 
Segundo: deben estar los afiliados a fondos privados o régimen RAIS con la garantía de que 
sus aportes estarán a cargo de particulares, que administraran e invertirán sus capitales en 
bolsa de valores que llegaran a tener ganancias, las cuales acrecentaran los capitales 
individuales de tal modo que entre más se capitalice mejor será la posibilidad de tener una 
mejor mesada pensional, pero diferencia grande con el otro régimen es que, si las inversiones 
no son tan fuertes o no se cuenta con gran cantidad de dinero, los fondos privados al momento 
de adquirir el afiliado el derecho a pensionarse harán un cálculo aproximado  para devolver 
el capital de tal forma que el cotizante pueda tener una vida digna, pero esto no garantizara 
que la mesada mensual sea igual o superior a un salario mínimo. Pues si bien es correcto 
afirmar que en Colombia nadie puede pensionarse con menos de un salario mínimo. 
A lo sumo, los fondos privados de pensiones RAIS se encuentran vigilados por la 
Superintendencia Financiera, esto no quiere decir que estas entidades tengan suficiente 
solvencia económica para en caso de crisis garantizar el pago oportuno de las mesadas 
pensionales, pues revisando la crisis de la pandemia que sufrió todo el mundo, tendremos 
que detenernos en el salvavidas que lanzo el Gobierno Nacional a estos fondos, en el 
entendido de que con la expedición del decreto 558 del 2020 del 15 de abril, el Gobierno 
permitía que los fondos trasladaran a sus afiliados al Régimen Prima Media o fondo público, 
pues aduciendo que estos fondos dependen de las bolsas de valores que se paralizaron por la 
entrada de la crisis ellos no podían o no tenían un plan de choque que llevara a pasar una falta 
de ingreso de capital, en otras palabras, los fondos de pensiones privados no cuentan con las 
suficientes medidas o soportes financieros para asumir el pago de las mesadas pensionales 
de sus afiliados por ende, el Gobierno Nacional por Principio de Solidaridad y Beneficencia 
tendría que asignar presupuesto nacional para asumir la carga pensional que les 
correspondería a estas entidades de carácter privado.  
2.1. Principio Solidaridad. 
 La Solidaridad como principio, conlleva a que este sea un fin que debemos garantizar 
de todas las formas posibles, pero ya con herramientas jurídicas, que propendan para que una 
comunidad deje de lado el interés individual y busquemos más un interés colectivo; En 
materia de la seguridad social, diremos que es ese socorro que debemos dar para que un 
sistema de salud, de pensiones, de protección a los derechos humanos, entre otros, pueda 
seguir operando con toda su capacidad filantrópica. Es poder asegurar que el otro en menor 
capacidad económica pueda acceder a las mismas garantías o beneficios que tengo yo, es 
poder pedirle más al que tiene y darle un poco al que no puede socorrerse por sí mismo. Así 
lo indica De Lucas, (1993),  
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Ahora bien, la consideración de la solidaridad en cuanto principio ético, 
jurídico y político no está exenta de problemas para De Lucas. Entre ellos está el de 
la necesidad de distinguirla del principio de igualdad, ya que resulta legítimo 
preguntarse por la necesidad y la utilidad de acudir a la solidaridad como principio 
una vez que la igualdad ha sido reconocida jurídicamente. La respuesta del autor 
estará encaminada a la adopción de una cierta definición de solidaridad que consista 
no sólo en "asumir los intereses del otro como propios", sino, además, en asumir la 
responsabilidad colectiva. De esta manera, vemos cómo la solidaridad como principio 
no sólo iría más allá del principio de igualdad, sino que se presenta como un recurso 
útil y diferente de éste, ya que nos exige actuar positivamente para garantizar los 
intereses públicos y contribuir a ellos, responsabilizando a todos y cada uno de los 
miembros que conforman un determinado grupo (Duque, 2013, pág. 193). 
Como se menciona anteriormente Colombia es un Estado Social de Derecho, por ello 
se rige bajo unos principios los cuales son guía para garantizar los derechos fundamentales 
de la población colombiana, igualmente, los colombianos deben cumplir unos deberes como 
el de la imposición a los ciudadanos del deber de solidaridad social, respecto a las demás 
personas, así se evidencia en el documento escrito por  (Cañon, 2017, págs. 5-29) 
Esta conexión directa entre los fundamentos filosóficos y políticos del Estado 
social de derecho y del servicio público de la seguridad social denota la altísima 
connotación que la Constitución Política Colombiana da a la solidaridad, como valor 
humano y como principio fundamental de la convivencia entre los colombianos, de 
tal forma que se deban atender todas aquellas necesidades que desbordan la capacidad 
individual de cada uno de los individuos, en beneficio de toda la comunidad. 
Principio de Subsidiaridad.   
Este principio se refiere al auxilio o asistencia que debe hacerse por parte del Estado 
a sus asociados, es decir, es la salvaguarda de los derechos individuales que el Estado deberá 
garantizarle a cada uno de sus ciudadanos, y que dispondrá de todas las medidas, políticas y 
recursos para velar por el fiel cumplimiento de sus obligaciones. En materia de seguridad 
social el artículo 6 numeral 3 de la ley 100 establece que:  
Garantizar la ampliación de cobertura hasta lograr que toda la población acceda al 
sistema, mediante mecanismos que en desarrollo del principio constitucional de 
solidaridad, permitan que sectores sin la capacidad económica suficiente como 
campesinos, indígenas y trabajadores independientes, artistas, deportistas, madres 




O para tener más claridad en materia de seguridad social en materia pensional podremos 
remitirnos al artículo 13 de la misma ley 100 que establece en su literal I lo siguiente.  
Literal modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es 
el siguiente: El fondo de solidaridad pensional estará destinado a ampliar la cobertura 
mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus características y 
condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los sistemas de seguridad social, 
tales como trabajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas, madres 
comunitarias y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del Fondo de 
Solidaridad Pensional, destinado a la protección de las personas en estado de 
indigencia o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo origen, 
monto y regulación se establece en esta ley. La edad para acceder a esta protección 
será en todo caso tres (3) años inferior a la que rija en el sistema general de pensiones 
para los afiliados. (LEY 100, 1993)   
Principio de Beneficencia. 
El Principio de Beneficencia, establece que si bien es deber del Estado garantizar las 
mínimas garantías, este principio establece que el Estado deberá promover o exigir que los 
trabajadores hagan aportes según sus ingresos, es decir, igual entre “iguales y desiguales”, 
como funciona lo dicho, si una persona gana más deberá aportar más al sistema de la 
seguridad social y si gana poco deberá aportar lo suficiente para garantizar el sostenimiento 
del sistema, pero, en este último caso, si la persona aporta lo que más puede pero aun así, no 
es suficiente para garantizar un mínimo de derechos el Estado bajo el fondo de Solidaridad 
Pensional dará los aportes faltantes para que se le den las mínimas garantías así: 
ARTÍCULO 18. BASE DE COTIZACIÓN. Inciso 4. Parágrafo modificado 
por el artículo 5 de la Ley 797 de 2003. (El artículo 5 de la Ley 797 de 2003 transcribe 
todo el artículo). El nuevo texto es el siguiente:> La base para calcular las cotizaciones 
a que hace referencia el artículo anterior, será el salario mensual.    
PARÁGRAFO 1o. -En ningún caso el ingreso base de cotización podrá ser 
inferior a un salario mínimo legal mensual vigente. Las personas que perciban 
ingresos inferiores al salario mínimo legal mensual vigente, podrán ser beneficiarias 
del Fondo de Solidaridad Pensional, a efectos de que éste le complete la cotización 
que les haga falta y hasta un salario mínimo legal mensual vigente, de acuerdo con lo 
previsto en la presente ley. 
2.2. Principio de Progresividad  y No Regresividad. 
  Este principio hace referencia a los cambios socio - jurídicos que adopta una 
determinada comunidad, hemos pasado por miles de cambios que hacen evolucionar nuestro 
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pensamiento, cultura, forma de comprender los derechos humanos, los derechos laborales, 
hasta la forma de interactuar con el gobierno. Podemos encontrar Estados monárquicos, 
Estados feudales, donde el pueblo o clases más desfavorecidas no tenían ni siquiera el 
derecho a expresar su opinión respecto de lo que les correspondía por ser parte activa de una 
ciudad, en la monarquía el rey podía disponer de lo que él quisiera y sin mediar palabra con 
nadie, en el feudalismo, el señor feudal, tenía un poder absoluto en sus tierra y un poder 
menguado ante el rey, luego evolucionamos llegamos a la Revolución Francesa, donde se 
declaran los Derechos del Hombre y los Ciudadanos, claro está, estos derechos aun cuando 
existían no podían ser ejercidos de manera automática por los ciudadanos o las personas que 
integraban el Estado.  
Luego llega la Revolución Industrial, que conllevo a un más a cambios sociales, 
comerciales, se regula más la propiedad privada, se comienza a hablar de la seguridad social, 
se le da vida a la Organización Internacional del Trabajo, ya se comienza a hablar de los 
derechos de los trabajadores que en esencia debería tener mejores condiciones de trabajo, con 
algún subsidio de salud, pues así como se les iba reconociendo derecho por otro lado se les 
imponía la obligación de que ellos mismos se pagaran su salud, luego de esto, se da unas 
prebendas o se comienza a  regular más estos temas mediante el mandato del Presidente 
Roosevelt,  
En Colombia, se tiene que mirar en los años de 1819 donde el Libertador, indica en 
su Discurso de Angustura, que los Estados son mejores cuando comparten sus bienestar con 
sus clases obreras, más específicamente con los militares, muchos años más tarde, se 
comienzan a regular la seguridad social pero con la falencia que solo protegía a las clases 
más acaudalas, pues los segundos en ser protegidos por estas medidas serían mujeres viudas 
de los expresidentes de la república.  En 1983 se creó el primer seguro social que tenía a 
cargo velar por la salud de las clases más desfavorecidas y trabajadoras, toda esta historia, va 
a que,  esos son derechos ya adquiridos no pueden ser modificados en detrimento de una 
sociedad, además de que genera  inseguridad jurídica de manera  desproporcional. Miremos 
lo que nos dice (Demanda de inconstitucionalidad parcial del artículo 6° del Decreto Ley 
1282 de 1994 y parcial de los artículos 9 y 10 de la Ley 797 de 2003, 2011), en la cual afirma:  
El mandato de progresividad implica que una vez alcanzado un determinado 
nivel de protección, la amplia libertad de configuración del legislador en materia de 
derechos sociales se ve restringida, al menos en un aspecto: todo retroceso frente al 
nivel de protección alcanzado es constitucionalmente problemático puesto que 
precisamente contradice el mandato de progresividad. Como los Estados pueden 
enfrentar dificultades, que pueden hacer imposible el mantenimiento de un grado de 
protección que había sido alcanzado, es obvio que la prohibición de los retrocesos no 
puede ser absoluta sino que debe ser entendida como una prohibición prima facie. 
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Esto significa que, como esta Corte ya lo había señalado, un retroceso debe 
presumirse en principio inconstitucional, pero puede ser justificable, y por ello está 
sometido a un control judicial más severo. Para que pueda ser constitucional, las 
autoridades tienen que demostrar que existen imperiosas razones que hacen necesario 
ese paso regresivo en el desarrollo de un derecho social  
Y lo deja ver el señor Bermúdez, al indicar que este principio es de suma importancia 
dado a que Colombia por haber ratificado algunos tratados internacionales se obliga a 
siempre ir en busca de un interés general.   
La aplicación del principio de progresividad, remite necesariamente al 
ordenamiento jurídico internacional, donde se ha definido la cobertura del principio, 
para los derechos económicos, sociales y culturales, evocando para el caso, normas 
parte del bloque de constitucionalidad colombiano, como sucede con la referencia al 
artículo 26 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, por el cual se 
insta a los Estados, a adoptar acciones sociales y jurídicas tendientes al logro 
progresivo y pleno de derechos económicos, sociales y culturales (Jaramillo, 2018, 
pág. 21, como se citó en: Bermúdez, 2013, pág. 10). 
2.3. Desarrollo de los postulados pensionales en Colombia (vejez, enfermedad, 
sobrevivencia). 
  La pensión en Colombia se considera como una garantía del orden del bloque de 
constitucionalidad, esto, obedece a que Colombia ha ratificado varios tratados o convenios 
internacionales, que establecen una garantía a cada persona que cumpla unas determinadas 
condiciones y que necesite una protección en la salvaguarda de los derechos de vida (más 
enfocados o encaminados a tener una vida digna). 
Es decir, la pensión llega a suplir esas necesidades que por una situación de edad, por un 
estado de necesidad o por el simple hecho de haber  cumplido unos determinados requisitos 
como es el de una cierta y determinada edad para hombres de 62 y para mujeres de 57 y 1300 
semanas de cotización; o el de ser beneficiario de un causante, que hubiera cotizado como 
mínimo 50 semanas continuas antes de la ocurrencia del siniestro. Esto en el Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida.  La Pensión de Vejez es una medida que 
establecen los Estados para garantizar a sus connacionales que al llegar a una determinada 
edad deben mantenerse las condiciones mínimas para llevar una vida estable y digna. Ahora 
bien, esta pensión de vejez no es igual para los dos regímenes pensionales que están 
constituidos en Colombia, pues en palabras de (Sabogal Carvajal, 2017) es.  
El Régimen de Prima media con Prestación Definida es aquel mediante el cual los 
afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de 
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sobrevivientes, o una indemnización previamente definida, de acuerdo con lo previsto 
en este título. (Art.31 ley 100/93).  
El Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad es el conjunto de entidades, normas 
y procedimientos, mediante los cuales se administran los recursos privados y públicos 
destinados a pagar las pensiones y prestaciones que deban reconocerse a sus afiliados 
de acuerdo con lo previsto en este título. (Articulo 59 ley 100/93)  
 Es decir, para poder adquirir la pensión de vejez primero debo saber a qué régimen 
pensional estoy afiliado, puede ser privado o público, también tengo que tener en cuenta los 
requisitos que debo cumplir. Régimen público Colpensiones debo tener 1300 semanas 
cotizadas y una edad si es mujer de 57 y si es hombre de 62 años, en cambio sí estoy es un 
régimen privado ColFondos  lo que tengo que tener en cuenta es la cantidad de fondos que 
tengo en la cuenta del Fondo pensional para lograr gozar de este derecho. Otro hecho 
importante a tener en cuenta, es que la persona que cotiza y cumple con la carga de los 
requisitos es quien goza de la mesada pensión.  
Aunque por impacto de informalidad que existe en Colombia caso que nos convoca 
en la presente, el gobierno nacional ha tenido que hacer ciertos ajustes a los requisitos para 
acceder a la mesada pensión, pues el señor Juan Miguel Villa presidente de Colpensiones, 
anuncio hace pocos meses, que los colombianos que estén con una pareja estable por un lapso  
de 5 años, pueden asociar o agrupar fondos de tiempo (semanas cotizadas) y revisar requisito 
de edad. Para que se les otorgue una pensión mancomunada. 
Parejas y/o cónyuges pueden unir semanas de cotización para lograr una 
pensión familiar cuando ninguno de los dos cumple con los requisitos establecidos 
por la ley y se encuentran imposibilitados para seguir cotizando. Entre los requisitos 
para acceder a la pensión familiar se encuentran que la pareja esté afiliada al Régimen 
de Prima Media, administrado por Colpensiones o al Régimen de Ahorro Individual, 
de los fondos privados. En este sentido, cada uno debe acreditar mínimo la edad 
establecida de pensión: mujeres, 57 años y hombres, 62. Además, la pareja debe 
acreditar convivencia, que no puede ser inferior a cinco (5) años. 
(Presidencia,Colombia, 2020) 
La Pensión de Sobreviviente, es una mesada pensional  que las personas gozan de  
este derecho y garantía cuando cumplen determinada edad y vean menguada su capacidad 
laboral, esto no exceptúa, que la persona cotizante en el transcurso de que esta en su vida 
laboral, pueda tener una pérdida de capacidad laboral que lo imposibilite  seguir trabajando 
por determinados problemas de salud.  
Otra mirada de esto es la que denota  (Cocunubo Riaño, 2016) 
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 ... Derecho fundamental protegido constitucionalmente y garantía irrenunciable de 
toda persona, abarca dentro de su amplio contenido, la protección a las personas que 
se encuentran en situación de vulnerabilidad al no contar con la capacidad de 
locomoción y la plenitud de sus capacidades físicas, necesarias para el desarrollo 
normal de sus actividades dentro de la sociedad que le permita desempeñarse en el 
mundo laboral a fin de satisfacer sus necesidades básicas (Pág. 13). 
En tal sentido debo advertir que, para adquirir este derecho pensional se deben tener 
unas condiciones específicas pues se debe contar;  (i) estar cotizando a algunos de los dos 
regímenes pensionales existentes en Colombia, como ya lo hemos estudiado (Régimen de 
Prima Media, RAI y Régimen por Solidaridad RAIS), (ii) cumplir con una pérdida de 
capacidad del 50 % esto lo evaluara primero la EPS o la ARL dependiendo el caso, que hará 
una evaluación completa de lo que dio origen a la pérdida de capacidad laboral,  esta otorgara 
un puntaje que será de 2 puntos en adelante, si la EPS otorga un puntaje de 2 a 49 no se 
otorgara pensión de invalidez. 
 Lo que si se otorgara será una indemnización sustitutiva de pensión (Artículo 37ss. 
ley 100/1993). Pero si la calificación por el contrario diera un 50 % o más de pérdida de 
capacidad laboral, la pensión que corresponderá será sobre el 75% sobre el ingreso base de 
liquidación, sin que esta fuera menor a un salario mínimo mensual legal vigente, pues en un 
estado social que prima por las garantías fundamentales tales como el mínimo vital que 
propende el estado bienestar no puede asegurarle a un con nacional una ayuda o un derecho 
tan  desfavorable como es un ingreso mensual inferior a la ponderación mínima que se 
establece como mínimo. Debo aclarar que esto no significa que en la práctica no se hayan o 
esten presentando situaciones jurídicas que denoten lo contrario, lo menciono por los 
llamados BEPS.  Lo único bueno que podemos destacar de esta mesada pensional, es que la 
persona beneficiaria será la persona que está pagando sus aportes.  
Pensión de Sobreviviente. Este tipo de mesada la reciben terceras personas, que bien 
pueden tener vinculo consanguíneo con el causante o bien un vínculo civil con el titular del 
derecho pensional, en palabras de la Corte Constitucional  (Sentencia C- 111, 2006). 
...La finalidad de la pensión de sobrevivientes, es suplir la ausencia repentina del 
apoyo económico del pensionado o del afiliado al grupo familiar y, por ende, evitar 
que su deceso se traduzca en un cambio sustancial de las condiciones mínimas de 
subsistencia de las personas beneficiarias de dicha prestación.  
 Es decir, la finalidad de la Pensión de Sobrevivientes es cumplir con todos los 
postulados que hemos expuesto en el presente texto, como es el Estado Social de Derecho,  
que lleva consigo el principio de solidaridad, universalidad, beneficencia, principio de 
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servicio público, principio de confianza legítima  la buena fe. Y que van con miras a proteger 
el núcleo esencial de una sociedad  La Familia. .. 
“Pueden observarse las familias extensas o nucleares, y otra variada gama de factores 
sociales y nuevas formas de comportamiento, esparcimiento e ideologías que han 
modificado la manera como se estructura la familia”  (Vela.A.C, 2015) citando a 
(Fernandez, 2013) 
Así pues, quienes recibirán esta pensión en primer grado serán la compañera, 
compañero permanente, los hijos menores de 18 años o que adolezcan de todas sus 
condiciones físicas o psíquicas (en este sentido, no importara la edad, solo se debe probar la 
discapacidad que se alega) padres, esto así lo establece el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 
que modifica la Ley 100 en su artículo 74. Esto me lleva a plantear mí hipótesis nula.  
3. Planteamiento de la Hipótesis Nula.  
   Basados en el estudio previamente tratado en el presente documento podemos indicar 
que: la seguridad social fue regulada en la época de 1819 en Colombia, en la cual El 
Libertador pronuncio el diálogo de Angostura. Documento que indica que los militares 
debían tener una seguridad social que apoyara a estos por si sufrieran una calamidad en el 
ejercicio de sus deberes militares o que en caso de fallecer en el combate se les ayudara a sus 
familiares, desde entonces en Colombia se han hecho varios esfuerzos con el fin de proteger 
al más vulnerable; se regulo la salud como un derecho de todos con acceso gratuito, protegido 
por el Estado con vehemencia. Luego se regulan los otros aspectos de la seguridad social, 
donde se integra la pensión, vista como mecanismo de protección a las mujeres 
sobrevivientes como resultado de la pérdida de sus esposos con el máximo cargo como 
funcionarios y presidentes. Luego se le otorga a la población trabajadora, en la cual, lo que 
se buscaba era precisamente que el trabajador tuviese una asistencia o apoyo por parte del 
Estado cuando este hombre (hombre o mujer) no tuviese el pleno de la capacidad laboral. 
 En la entrada de la Constituyente del 91, época en la cual Colombia ya se establece 
como un Estado Social del Derecho, ya la protección se vuelve más obligatoria y vinculante 
para el ordenamiento jurídico colombiano, ya que se deben considerar  otros aspectos que 
son el individuo como persona, como ser social, y más que nada, en la relación de este con 
el núcleo esencial  de toda sociedad - La Familia-, pues es allí donde ya el trabajador, recibe 
ayuda para él y para los miembros de su núcleo familiar, ayuda traducida en salud, educación, 
una posibilidad de ser protegidos cuando el protector del núcleo familiar en el caso que éste 
llegase a faltar,  quedando así protegido el cónyuge o compañero supérstite, claramente hablo  
de la pensión de sobreviviente. 
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Todo lo anterior encuentra sustento en el bloque de constitucionalidad que ostenta 
Colombia, los principios constitucionales de solidaridad, beneficencia, universalidad. 
Principio de progresividad y no regresividad,  principio de confianza legítima en consonancia 
con el principio de buena fe, donde todo este marco normativo de carácter constitucional, 
obliga a las entidades bien sean privadas Colfondos o EPS, cajas de compensación, cajas de 
cesantías o entidades del orden público; Colpensiones, EPS  subsidiadas, a guardar gran  
respeto, cumplimiento de los postulados constitucionales, internacionales y legales. Para que 
el Estado pueda cumplir con sus fines de proteger a sus asociados. No debemos perder el 
enfoque que todos estos principios los debe garantizar el Estado, pero como éste no puede 
hacerlo todo,  si puede delegar funciones en privados u otras entidades para que lleven a cabo 
los fines del Estado, por eso todos estos servicios que prestan estas entidades son servicios 
públicos y el mismo Estado podrá por medio de sus entidades ejercer control, vigilancia e 
inspección. 
4. Planteamiento de la hipótesis aparente.  
 Colombia está llamada a tomar medidas urgentes  para hacer valer su normatividad 
en relación con el sistema de seguridad social y más en lo que nos atañe en materia pensional, 
pues en Colombia está  bien regulado y estructurado el sistema pensional, pues tenemos una 
trayectoria histórica que hemos visto evolucionar en concordancia con la sociedad; no es 
problema de los sistemas o idea de las regulaciones de las pensiones, es un problema de la 
integridad   de las personas que están llamadas a proteger, otorgar y de manejar los recursos 
de los sistemas pensionales, pues en un país como el que tanto quiero como es Colombia, es 
fácil para la mayoría de las personas no cumplir con sus funciones contractuales y legales, 
pues cada quien apunta a sus intereses  en vez de buscar un bien colectivo o general, si las 
entidades administradoras de pensiones respetaran los derechos adquiridos y no pusieran más 
requisitos que los que la ley exige para ser beneficiario con una mesada pensional,  estoy 
seguro de que la mayoría de la población no estaría en trabajos informales, o si fuese así, 
serían responsables en aportar al sistema de pensiones apoyando el principio de solidaridad.  
Pero lo que se ve, día a día, donde las personas tienen  que hacer uso de entidades 
como Personerías, Defensoría del Pueblo,  para que estas coadyuven a entrar en razón a las 
administradoras de pensiones para que otorguen un derecho adquirido, es un absurdo que 
tenga que darse un desgaste de la administración simplemente por un tema administrativo 
interno de aquella entidades negligentes y caprichosas. 
Otro aspecto que no deja que las personas actúen en forma correcta con el Estado, es 
que la corrupción en la que nos vemos inmersos en un país donde se han tomado todas las 
medidas legales pertinentes no deja que las personas que tienen a cargo  recursos públicos 
actúen correctamente.   
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Llegado este punto, tengo que decir que, aun cuando en Colombia hay un sistema 
legal robusto en materia de la seguridad social, tanto en temas de salud, vida digna, pensiones, 
cesantías, regímenes pensionales, en entidades que ejercen control para que los fondos de 
pensión salud, cumplan en la adjudicación de un derecho adquirido como el pensional, todo 
esto nada más es un abanico legal ineficaz, ineficiente, negligente, un sistema que aun cuando 
tiene consigo el principio de confianza legitimo (el Estado y el individuo asociado a este, 
pactan unas condiciones y características que deberían ser respetadas por cada una de las 
partes) el Estado después de haber otorgado el derecho pone mil  condiciones adicionales 
para que la persona pueda gozar del ejercicio del derecho.. Esto es que, las entidades exigen 
más requisitos que los que la ley dispone para hacer uso del derecho.  
4. Conclusiones. 
   Si bien es cierto, Colombia desde hace años viene presentando  interés  respecto de 
garantizar el derecho a la seguridad social, y es muy acucioso en materia de ir renovando 
toda su conjunto normativo, también tenemos que decir que las buenas intenciones  o aplicar 
solo la teoría sin mirar la realidad es un pecado casi capital pues no mirar la realidad es lo 
que conlleva a que se cometan errores irremediables. Para sustentar esto pondré un ejemplo.  
Teniendo en cuenta que es el Estado tal cual lo hemos visto en el presente escrito, un 
Estado que propende por las garantías de la sociedad, tiene todos los mecanismos, tiene 
protección de bloque de constitucionalidad,  para tener una certeza y seguridad jurídica, esto 
no conlleva a que las entidades que deben estar cumpliendo estos postulados lo hagan con 
respeto a la norma. Pues se puede evidenciar las múltiples quejas que se presentan por el 
deficiente servicio de salud en el territorio nacional. Esto hace evidenciar que aun al Estado 
le hace falta tener más injerencia en las medidas de protección en el tema de seguridad social 
pues otro informe de la Corte Constitucional indica  que 388.160 reclamaciones se 
presentaron en el primer semestre del 2019, donde el segundo factor más reclamado es la 
salud y el sexto es la seguridad social, son cifras claramente exorbitantes, -aunque no 
especifica claramente qué porcentaje aplica a pensiones-   (Constitucional C. , 2019) 
Así  las cosas, tengo que decir que, si bien es cierto  el Estado tiene muchas falencias 
que mejorar respecto  al cumplimiento de las normas por parte de sus entidades, este tema 
sería más gravoso si solo se tuviera que contar con entidades del orden privado, pues ellos al 
tener una fuerte caída de capital o de intereses o de algún otro factor que ocasione problemas 
en la prestación de los servicios, sencillamente van a trasladar la carga a la población pues 
nadie estaría obligado a lo imposible, pero cuando es el Estado el garante y quien deberá 
asumir la responsabilidad este no podrá alegar este circunstancia y deberá lo más pronto 
posible dar cumplimiento a sus obligaciones y garantizar la prevalencia del derecho. No es 
fácil, pero según se demuestra es la mejor opción que tienen los ciudadanos.  
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Pues como  hizo referencia el Banco Mundial también hace reparos a los fondos de 
pensiones privados quienes manejan una forma de administrador de recursos que hace que 
los ciudadanos que tienen sus cotizaciones pensionales con ellos puedan tener un notorio 
detrimento en sus capitales, el cual generaría que se les trasladase las pérdidas financieras, 
en otras palabras, en aras de ilustrarles  mejor si un cotizante de pensión hace aportes por dos 
salarios mínimos, puede eventualmente llegar a tener una mesada pensional del salario  
mínimo establecido por el gobierno o menor. Para este caso, podemos ver la situación que se 
presenta en los países como Chile o Francia, donde ya se evidencian a grandes rasgos estas 
consecuencias y cuya consecuencia es que el gobierno no pueda cobijar a la población pues, 
los capitales se quedan en privados y el Estado no cuenta con tanto presupuesto para reparar 
las consecuencias que los fondos privados por sus malos manejos o perdidas súbitas de 
capital ocasionen.   
  Por estas razones se debe expresar que no es plausible permitir que se plantee una 
reforma pensional en Colombia, estableciendo un régimen privado. Más bien apoyaría a que 
se establezca solo un régimen público donde el Estado tenga la obligación y el deber para 
con sus afiliados y asociados de darles una mesada pensional conforme a las condiciones que 
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